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SUGERENCIAS 

La Comisión de Asuntos Constitucionales pide a la Comisión de Asuntos Jurídicos, 

competente para el fondo, que incorpore las siguientes sugerencias en la propuesta de 

Resolución que apruebe: 

1. Recuerda que la correcta aplicación del Derecho de la Unión es fundamental para 

impulsar y promover la confianza mutua entre las instituciones públicas, tanto a escala 

nacional como de la Unión, así como entre las instituciones y los ciudadanos, al mismo 

tiempo que la confianza y la seguridad jurídica sirven de base para una buena cooperación 

y una aplicación efectiva del Derecho de la Unión; sostiene que los ciudadanos de la 

Unión confían más en el Derecho de la Unión cuando este se aplica en los Estados 

miembros de manera eficaz; pide a los Estados miembros que intensifiquen sus esfuerzos 

en pro de la efectiva y oportuna transposición y aplicación del Derecho de la Unión; 

2. Considera que el elevado número de procedimientos de infracción iniciados en 2015 

demuestra que garantizar la oportuna y correcta aplicación de la legislación de la Unión en 

los Estados miembros sigue siendo un reto importante y una prioridad para la Unión; 

3. Considera que la clave para que las políticas de la Unión beneficien tanto a los 

particulares como a las empresas es la correcta aplicación del acervo de la Unión; subraya, 

por lo tanto, la intención de la Comisión de reforzar el cumplimiento del Derecho de la 

Unión basándose en una transposición estructurada y sistemática y en controles de 

conformidad de la legislación nacional; destaca la importancia de respetar los principios 

de atribución, subsidiariedad y proporcionalidad, con arreglo al artículo 5 del TUE, así 

como la igualdad ante la ley, con vistas a mejorar el control de la aplicación del Derecho 

de la Unión; señala que la legislación de la Unión es el resultado de un proceso 

democrático y no puede entrar en vigor sin haber obtenido la mayoría cualificada (y, en 

algunos casos, la unanimidad) de los Estados miembros en el Consejo; acoge con 

satisfacción la práctica de la Comisión de tener debidamente en cuenta los principios de 

mejora de la legislación a la hora de supervisar la aplicación del Derecho de la Unión en 

los Estados miembros; 

4. Reconoce que la principal responsabilidad de aplicar y ejecutar correctamente el Derecho 

de la Unión recae en los Estados miembros; observa, no obstante, que esto no exime a las 

instituciones de la Unión de su deber de respetar el Derecho primario de la Unión cuando 

elaboran normas de Derecho derivado; 

5. Destaca la importancia de la transparencia en la elaboración y la aplicación de la 

legislación por parte de las instituciones de la Unión y los Estados miembros; señala que, 

tanto para facilitar la aplicación del Derecho de la Unión por parte de los Estados 

miembros como para hacerla accesible a los ciudadanos, esta debe ser clara, comprensible, 

coherente y precisa, teniendo en cuenta, al mismo tiempo, la jurisprudencia del Tribunal 

de Justicia de la Unión Europea, que insiste en la necesidad de la previsibilidad en las 

normas de la Unión1; 

6. Recuerda, como ya se ha señalado en el pasado, que en una Unión Europea basada en el 

                                                 
1 Sentencia del Tribunal de Justicia de 10 de septiembre de 2009, Plantanol GmbH & Co. KG / Hauptzollamt 

Darmstadt, C-201/08, ECLI:EU:C:2009:539, apartado 46. 
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Estado de Derecho y en la certeza y la previsibilidad de las leyes, los ciudadanos de la 

Unión tienen derecho a ser informados de manera clara, accesible, transparente y oportuna 

sobre si se han adoptado normas nacionales en la transposición de la legislación de la 

Unión, y cuáles son estas; 

7. Hace hincapié en el principio de transparencia, consagrado en los Tratados de la Unión, 

así como en el derecho de los ciudadanos de la Unión a la justicia y a una buena 

administración, conforme a lo dispuesto en los artículos 41 y 47 de la Carta de Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea, dado que estos artículos exigen que los ciudadanos 

tengan un acceso adecuado a los proyectos de los actos jurídicos que les afectan; recuerda 

que estos derechos y principios también deben ser de vital importancia para los Estados 

miembros a la hora de proponer proyectos de actos de aplicación del Derecho de la Unión; 

8. Pide, en este sentido, que todas las instituciones de la Unión que participan en el proceso 

legislativo se comprometan a mejorar la calidad de la redacción de los textos legislativos, 

en consonancia con el compromiso contraído en el marco del programa sobre la mejora de 

la legislación; considera que el Acuerdo interinstitucional de 1998 relativo a las directrices 

comunes sobre la calidad de la redacción de la legislación comunitaria debería adaptarse 

con vistas a alcanzar este objetivo; reitera la disposición del Acuerdo interinstitucional 

sobre la mejora de la legislación en la que se pide a los Estados miembros que, cuando al 

transponer Directivas de la Unión al Derecho interno opten por añadir elementos que no 

guardan relación alguna con dicha legislación de la Unión, garanticen que lo que se añade 

se pueda identificar mediante el acto de transposición o bien mediante documentos 

complementarios; 

9. Destaca la importante función de los interlocutores sociales, las organizaciones de la 

sociedad civil y otras partes interesadas en la notificación de las deficiencias en la 

transposición y aplicación del Derecho de la Unión por parte de los Estados miembros; 

sugiere que las autoridades nacionales y las instituciones de la Unión promuevan esta 

función; 

10. Considera que incluir a los Parlamentos nacionales en el diálogo sobre el contenido de las 

propuestas legislativas, cuando proceda, promoverá la aplicación efectiva del Derecho de 

la Unión; señala que una supervisión más estrecha por parte de los Parlamentos nacionales 

de sus respectivos gobiernos, cuando estos últimos intervengan en el proceso legislativo, 

fomentará una aplicación más efectiva del Derecho de la Unión, tal como se prevé en los 

Tratados; hace hincapié, por lo tanto, en la necesidad de que los parlamentos nacionales 

expresen sus puntos de vista en las primeras fases de los procedimientos legislativos 

europeos, e insta a las instituciones europeas y a los Estados miembros a que entablen un 

debate sobre los Protocolos 1 y 2, sobre el papel de los Parlamentos nacionales en la 

Unión Europea y sobre los principios de subsidiariedad y proporcionalidad, con la vista 

puesta en una revisión del denominado «sistema de alerta temprana» y garantizando, así, 

una mejor aplicación del procedimiento de «tarjeta amarilla»; 

11. Aboga por una cooperación más estrecha y por el refuerzo de los vínculos entre el 

Parlamento Europeo y los Parlamentos nacionales; recuerda la función de control de los 

Parlamentos nacionales con respecto a la participación de sus Gobiernos en el proceso de 

toma de decisiones en el Consejo de la Unión Europea, y hace hincapié en la necesidad de 

que se realicen consultas y se lleven a cabo periódicamente intercambios de puntos de 
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vista entre el Parlamento Europeo y los Parlamentos nacionales, especialmente en las 

fases iniciales del proceso legislativo; 

12. Anima a la Comisión a que ponga a disposición de los ciudadanos una plataforma 

integrada para contribuir a centralizar las denuncias y las irregularidades relativas a la 

aplicación de la legislación de la Unión; 

13. Recuerda que los Parlamentos nacionales desempeñan un papel esencial en lo que 

respecta al control de la correcta aplicación del Derecho de la Unión por parte de los 

Estados miembros; pide a los Parlamentos nacionales que sigan desempeñando este papel 

de forma proactiva; señala, asimismo, su papel a la hora de evitar la «sobrerregulación» de 

la legislación de la Unión a escala nacional, a fin de evitar el exceso de reglamentación y 

las cargas administrativas innecesarias; espera que los Estados miembros indiquen y 

documenten claramente las obligaciones nacionales que añadan a la legislación de la 

Unión en el proceso de aplicación; manifiesta su preocupación por que las medidas 

nacionales excesivas que se añadan a la legislación de la Unión aumenten 

innecesariamente el euroescepticismo; 

14. Apoya la iniciativa de la Comisión destinada a proporcionar una mayor orientación y 

asistencia a los Estados miembros mediante instrumentos concretos para mejorar el índice 

de aplicación del Derecho de la Unión; 

15. Toma nota de que el sistema de intercambio de información y cooperación entre las 

comisiones de los parlamentos nacionales que trabajan con la Unión puede contribuir a 

lograr una legislación eficaz y debería utilizarse también para apoyar una aplicación más 

efectiva del Derecho de la Unión por parte de los Estados miembros; fomenta la 

utilización de la plataforma IPEX como herramienta para el intercambio mutuo de 

información entre los Parlamentos nacionales y el Parlamento Europeo; anima a los 

Parlamentos nacionales a que participen activamente en las reuniones interparlamentarias 

de comisiones organizadas periódicamente por el Parlamento Europeo; 

16. Destaca la necesidad de que el Parlamento pueda supervisar también la aplicación de los 

reglamentos por parte de la Comisión, del mismo modo que hace con las directivas; pide a 

la Comisión que se asegure de que los datos relativos a la aplicación de los reglamentos 

figuren en sus futuros informes anuales sobre el control de la aplicación del Derecho de la 

Unión; pide a los Estados miembros que presenten la legislación nacional de transposición 

o de aplicación de los reglamentos a la Comisión, con el fin de garantizar su conformidad, 

y que especifiquen qué partes se derivan de la legislación de la Unión y qué partes son 

adiciones nacionales; 

17. Considera que los esfuerzos de la Comisión por elaborar directrices son encomiables; 

acoge con satisfacción, asimismo, la amplia gama de instrumentos utilizados por la 

Comisión para fomentar el cumplimiento en la fase previa al procedimiento de infracción; 

lamenta que la verificación de la correcta transposición de las directivas por parte de los 

Estados miembros siga siendo un problema; insta a los Estados miembros a que cumplan 

su compromiso de proporcionar documentos explicativos junto con las medidas 

nacionales de transposición de directivas a su ordenamiento jurídico, incluyendo cuadros 

de correspondencias, en caso necesario; 

18. Lamenta el hecho de que sigue sin recibir información transparente y oportuna sobre la 
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aplicación de la legislación de la Unión; recuerda que, en la versión revisada del Acuerdo 

marco sobre las relaciones entre el Parlamento Europeo y la Comisión, esta se 

compromete a «[poner] a disposición del Parlamento información sumaria acerca de todos 

los procedimientos de infracción a partir del escrito de requerimiento, incluida, si así lo 

solicita el Parlamento, […] información sobre las cuestiones a las que se refiera el 

procedimiento de infracción», y espera que en la práctica se aplique esta cláusula de buena 

fe; 

19. Acoge con satisfacción que la Comisión y los Estados miembros mantengan un diálogo 

permanente con vistas a reforzar la ejecución del Derecho de la Unión por medio de un 

enfoque estructurado y sistemático; 

20. Recuerda que la eficacia de la integración europea depende también de la medida en que 

las políticas de la Unión se incorporan en la legislación y se aplican en los Estados 

miembros; recuerda, en este sentido, el artículo 197 del TFUE que establece que «la 

aplicación efectiva del Derecho de la Unión por los Estados miembros, que es esencial 

para el buen funcionamiento de la Unión, se considerará asunto de interés común». 
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